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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	TERCERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 668/2020.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: HONORABLE AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ..

	MAGISTRADO: JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veinte de septiembre de dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 668/2021, promovido por el C.**********, en que reclama la Responsabilidad Patrimonial del Estado a cargo del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 14 catorce de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, el C.**********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en que reclama la Responsabilidad Patrimonial del Estado a cargo del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí.
Previo cumplimiento de requerimiento para acreditar el interés jurídico, en auto del 11 once de enero de 2022 dos mil veintidós, se admitió la demanda. La Autoridad Demandada fue debidamente notificada y emplazada.

2.-  Substanciado que fue en cada una de sus etapas, a las 12:00 doce horas del 20 veinte de junio de 2022 dos mil veintidós, se dio inicio a la audiencia final, sin asistencia de las Partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza, y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos se hizo constar que las Partes no formularon Alegatos, y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y  7° fracción X de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por tratarse de una controversia de carácter administrativo, suscitada entre un particular y una autoridad municipal por la reclamación de una indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, respecto de la cual, los citados preceptos le confieren competencia.
La Vía Contenciosa Administrativa es procedente, para efectuar la reclamación de responsabilidad patrimonial del Estado en contra del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, según se explica a continuación.

De acuerdo, a lo que disponen los artículos 21 y 24 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, la Vía Contenciosa procede cuando se reclame responsabilidad patrimonial a dependencias y organismos del Poder Ejecutivo y municipios del Estado. 

Luego, en el caso que nos ocupa, la Autoridad Demandada es el Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, que es el órgano colegiado de Gobierno del Municipio de San Luis Potosí, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 115 fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 115 fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.

Por lo tanto, procede la vía contenciosa, porqué se trata de una reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado a órganos del Honorable Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí.

SEGUNDO.- La personalidad del Actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

Por su parte, el Licenciado Luis Víctor Hugo Salgado Delgadillo, acreditó su personalidad como Primer Síndico del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Periódico Oficial del Estado del 2 dos de octubre de 2021 dos mil veintiuno, que contiene la declaratoria de validez de las elecciones de los 58 cincuenta y ocho a Ayuntamientos del Estado, y del 1 uno de octubre de 2021 dos mil veintiuno al 30 treinta de septiembre de 2024 dos mil veinticuatro, que es visible de la foja 35 treinta y cinco a la foja 57 cincuenta y siete del expediente en que se actúa.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
TERCERO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, en la especie no hay causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.
Por su parte la Autoridad Demandada, aduce la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo por dos razones:
a) Que en la demanda la Parte Actora atribuye la actividad administrativa irregular a la Dirección de Obras Publicas y no al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, por lo que no existe acto u omisión atribuible al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, por lo que se debió llamar a la Dirección de Obras Públicas y no al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí; y

b) Que la Parte Actora carece de interés jurídico en razón de que el Actor no demuestra con las  pruebas que aportó que efectivamente hubiere resentido el daño directo en sus bienes con motivo de la actividad administrativa irregular, por lo que no se encuentra acreditada la relación causa-efecto entre la actividad de la autoridad  y la lesión patrimonial.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria la primera de las causales de improcedencia es infundada, y la segunda inoperante, como se explica a continuación.
En contrario a lo que pretende hacer ver la Autoridad Demandada, en la demanda, la Parte Actora si atribuye la actividad administrativa irregular al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, puesto que en el primer párrafo del punto II (dos romano del capítulo de “HECHOS” de la demanda, señala puntualmente: “II.- El vehículo anteriormente mencionado al volcarse  sobre su costado derecho sufrió daños en parte de la carrocería ocasionados por la caída,  resultado de la magnitud del  bache generado por la falta de mantenimiento a la cinta asfáltica por parte del H. Ayuntamiento de S.L.P.”; por tanto es evidente, que atentos al estudio integral de la demanda, y a la causa de pedir, es evidente que la reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado si se enderezó en contra de Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí.
Adicionalmente se debe decir, que de acuerdo con los artículos 115 fracción III inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 114 fracción III inciso g) de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, el servicio público de calles es competencia del Honorable Ayuntamiento; por tanto, es al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí al que le corresponde responder por la reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado en donde la actividad administrativa irregular se hace consistir en un mal estado de las calles.
De lo anterior, se sigue lo infundado de la primera causal de improcedencia invocada.

El suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, no omite señalar, que los mismos argumentos se formulan como excepción de falta de legitimación pasiva; la que en obvio de repeticiones innecesarias, se declara infundada, conforme a los argumentos expuestos con antelación.

Ahora bien, por lo que se refiere a la otra causal de improcedencia que se hizo valer, resulta inoperante al ser ajena a la materia de una causal de improcedencia; ya que aduce cuestiones que corresponden al estudio de fondo del asunto, que son los elementos de la acción de Responsabilidad Patrimonial del Estado, tales como la existencia la lesión patrimonial, y el nexo causal entre la actividad patrimonial aducida y la lesión patrimonial aducida.
Por tanto, si las causales de improcedencia, son cuestiones que impiden al juzgador emitir una resolución  sobre el fondo del asunto legalmente válida, el estudio de las causales de improcedencia no puede comprender cuestiones que atañen al fondo del asunto como los elementos de la acción, de ahí, que lo argumentado por la Autoridad Demandada resulte inoperante como causal de improcedencia.

CUARTO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo se integra en las posturas divergentes de las partes, que se concretan en lo siguiente.

La Parte Actora señala como hechos que dan origen a la reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado, lo siguientes:
“HECHOS:
I.- Expongo que el día lunes 16 de agosto del 2021 aproximadamente a las 16:45 hrs. Al ir circulando en Av. Venustiano Carranza al pasar la glorieta donde está ubicado el Hospital Central. Así como el parque de morales, con dirección a la calle Dr. Carlos Canseco, en mi motocicleta marca: Vento, Modelo Roketman 2021, placa 07DUY6, me disponía a girar a la derecha para incorporarme a la calle Dr. Carlos Canseco, sin embargo, al hacerlo caí en un bache, que se ubica exactamente en la esquina de av. Venustiano Carranza y Dr. Carlos Canseco, el cual debido a su magnitud me hizo perder el control del vehículo provocándome una caída en la que sufrí lesiones leves, así mismo, mi vehículo resultó con daños al caer sobre su costado derecho y deslizarse sobre la cinta asfáltica.
II.- El vehículo anteriormente mencionado al momento de volcarse sobre su costado derecho, sufrió daños en partes de la carrocería ocasionados por la caída, resultado de la magnitud del bache generado por la falta de mantenimiento a la cinta asfáltica por parte del H. Ayuntamiento de S.L.P.
Específicamente los daños que sufrió el vehículo consisten en: Rueda y rin delantero, salpicadera delantera, pedal del freno trasero protectores del escape, slider o burrera, espejo retrovisor derecho, manija del freno delantero, depósito de líquido de freno delantero.

III.- De los anteriores hechos resulta evidente la relación de causalidad entre los daños producidos por el mal estado de la vía pública y el funcionamiento de los servicios como consecuencia de la actividad administrativa irregular.

IV Los daños del vehículo ascienden a $5,286.00 mxn.

Rin delantero: $1758.00
Salpicadera Delantera: $411.00

Pedal del freno trasero: $459.00

Protectores de escape: $650.00
Slider burrera $1000.00

Espejo retrovisor derecho: $688.00

Manija del freno delantero con depósito de líquido de frenos: $320.00. Total $5,286.00 mxn.”
Por su parte, la Autoridad Demandada al contestar la demanda, respecto de los hechos señala lo siguiente:
“EN RELACIÓN A LOS HECHOS O ANTECEDENTES DE LA DEMANDA.

I.- En cuanto al correlativo que se contesta no se afirma ni se niega por no ser un hecho propio.

II.- En cuanto al correlativo que se contesta no se afirma ni se niega por no ser un hecho propio.
III.- En cuanto al correlativo que se consta, contrario a lo que señala el Actor, debe decirse que de los hechos narrados y las pruebas aportadas de ninguna manera se acredita la relación de causalidad entre los daños que aduce sufrió el bien de su propiedad, y la actividad administrativa irregular de que se duele.

IV.- En cuanto a l correlativo que se contesta, no se afirma ni se niega por no ser un hecho propio, empero no existe prueba alguna que acredite el monto de los daños que presuntamente fueron causados al vehículo de su propiedad.”
Adicionalmente, se debe decir, que la Autoridad Demandada opone la excepción de falta de acción y de derecho, al no estar acreditada la relación causa-efecto entre la actividad administrativa y la lesión patrimonial de que se duele la Parte Actora, así como que con las fotografías y videos que aportó no se acredita plenamente que los daños hayan sido causados en la forma fecha y lugar que refiere la Parte Actora, incluso que de las fotografías ni siquiera se desprende la existencia de un bache, ni se acredita que los daños en la motocicleta sean consecuencia del bache, ni obra prueba de este en la fecha en que ocurrieron los hechos, ni que sea consecuencia de una actividad administrativa irregular.
En ese contexto, es válido concluir, que no hay controversia en cuanto a los hechos que dan origen al reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Estado, y que la controversia se centra en lo relativo a la prueba del nexo causal de la Responsabilidad Patrimonial del Estado; como se explica a continuación.

En efecto, los hechos que dan origen al reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Estado, son descritos por la Parte Actora en los puntos I y II del capítulo de Hechos de su escrito inicial, ya que en la contestación de la demanda la autoridad señala que no los afirma ni los niega, esto es, la Autoridad Demandada evade dar puntual contestación a los hechos, de manera que no genera controversia, y por tanto no hay litis al respecto.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, 55, 241 párrafo segundo, y 249 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 260, 270, 273 y 276 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en al Juicio Contencioso Administrativo acorde con al artículo 217 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se tienen por ciertos, los hechos narrados por la Parte Actora en los puntos I y II del capítulo de hechos del escrito inicial de demanda, por no haber sido controvertidos, pues no se debe perder de vista, que únicamente son materia de prueba los hechos controvertidos.

Sobre el particular se debe destacar, que si bien es cierto la presunción en comento es iuris tantum, es decir que admite prueba en contrario, lo cierto es que la Autoridad Demandada no aportó pruebas para desvirtuar  la presunción legal, pues se limitó a ofertar como pruebas de su parte la presuncional legal y humana, y la instrumental de actuaciones.

De lo anterior se sigue, que se tiene por cierto lo siguiente:

1.- Que el día lunes 16 dieciséis de agosto de 2021 dos mil veintiuno, aproximadamente a las 16:45 dieciséis horas con 45 minutos, el Actor circulaba conduciendo un vehículo tipo motocicleta, por la avenida Venustiano Carranza de esta ciudad de San Luis Potosí;

2.- Que al dar vuelta en la intersección de avenida  Venustiano Carranza con la calle de Doctor Carlos Canseco, el Actor cayó en un bache, lo que ocasiono que perdiera el control de su vehículo, lo que ocasiono que se deslizara por su costado derecho sobre la cinta asfáltica produciendo daños en la motocicleta, y que él, como conductor resintió lesiones leves;

3.- Que el Actor tripulaba una motocicleta marca: Vento, Modelo Roketman 2021, con placa de circulación 07DUY6; que presentó daños consisten en: Rueda y rin delantero, salpicadera delantera, pedal del freno trasero protectores del escape, slider o burrera, espejo retrovisor derecho, manija del freno delantero, depósito de líquido de freno delantero.

Ahora bien, en relación al punto IV del capítulo de hechos del escrito inicial de demanda, en donde la Parte Actora cuantifica los daños que presentó la motocicleta; al respecto la Autoridad Demandada señala que no lo afirma ni lo niega, pero que no hay prueba sobre la cuantificación.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria es claro que no hay controversia sobre lo señalado por la Parte Actora en la demanda respecto de la cuantificación de los daños que presentó la motocicleta después del incidente del 16 dieciséis de agosto de 2021 dos mil veintiuno; ya que la Autoridad Demandada evade dar puntual contestación a los hechos, de manera que no genera controversia, y por tanto no hay litis al respecto.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 55, 241 párrafo segundo, y 249 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 260, 270, 273 y 276 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en al Juicio Contencioso Administrativo acorde con al artículo 217 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se tiene por cierto el hecho concerniente a la cuantificación de los daños realizado por la Parte Actora en la demanda.

No obsta para lo anterior, lo que señala la Autoridad Demandada en el sentido de que no hay prueba sobre la cuantificación de los daños, ya que ante la falta de controversia, el hecho señalado en la demanda se tiene por cierto, pues no se debe perder de vista que únicamente son materia de prueba los hechos controvertidos, y aunque se trata de una presunción iuris tantum, es decir que admite prueba en contrario, la Autoridad Demandada no aportó pruebas que desvirtúen la presunción mencionada pues se limitó a ofertar las presuncional legal y humana, y la instrumental de actuaciones.

Las determinaciones tomadas por la Sala encuentran sustento en lo dispuesto por los artículos 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, 55, 241 párrafo segundo, y 249 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 260, 270, 273 y 276 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en al Juicio Contencioso Administrativo acorde con al artículo 217 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. A continuación se transcriben las disposiciones en cita:
Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

ARTÍCULO 27. La responsabilidad patrimonial deberá probarla el reclamante que considere lesionados sus bienes, derechos o posesiones. Por su parte, la entidad deberá acreditar, la participación de terceros o del mismo reclamante en la producción de la lesión patrimonial irrogada al mismo y, en su caso, los supuestos de excepción que establece el artículo 6° de esta Ley.

En los casos de que la lesión patrimonial derive de omisiones imputables a las autoridades, la carga de la prueba corresponderá a éstas.

Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

ARTÍCULO 55. Para conocer la verdad de los hechos, en los procedimientos administrativos se admitirán toda clase de pruebas, con excepción de aquellas que prohíba o limite este Código. Las autoridades que conozcan del asunto podrán valerse de cualquier per sona o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a terceros, sin más limitación que la de que las pruebas hayan sido obtenidas lícitamente, y con pleno respeto a los derechos humanos.

ARTÍCULO 241. Si la parte demandada no produce su contestación dentro del término legal, la Sala, de oficio, declarará la preclusión del derecho correspondiente, teniendo por contestada la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario. En este supuesto, la Sala dará vista al superior jerárquico, a la Contraloría General del Estado, o bien, al Congreso del Estado, según corresponda, para determinar responsabilidades al funcionario o autoridad demandada.

Si al producir en tiempo la contestación de la demanda, la parte demandada no se refiere a todos y cada uno de los hechos de la misma, los omitidos se considerarán presuntivamente ciertos, salvo prueba en contrario. De lo cual también se actuará en consecuencia, para los efectos precisados en el párrafo precedente.

Para los efectos de este artículo, el Tribunal establecerá una base de datos que permita a las autoridades señaladas, conocer los Acuerdos de referencia.

ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener:

I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido;

II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y

III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.

Código de Procedimientos Civiles del Estado San Luis Potosí.

ARTÍCULO 260.- Se presumirán confesados por el demandado todos los hechos de la demanda que eluda en su contestación, así como aquellos sobre los cuales se produzca con evasivas. La negación pura y simple del derecho importa la confesión de los hechos; la negación de éstos no implica la negación del derecho.

ARTÍCULO 270.- Para conocer la verdad sobre los puntos controvertidos puede el juzgador valerse de cualquier persona, sea parte o tercero, y de cualquier cosa o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a un tercero; sin más limitación que la de que las pruebas no estén prohibidas por la Ley ni sean contrarias a la moral.

ARTÍCULO 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.

ARTÍCULO 276.- Sólo los hechos están sujetos a prueba; el derecho lo estará únicamente cuando se funde en leyes extranjeras o en usos, costumbres o jurisprudencia.

Como puede leerse en la transcripción, los artículos contienen las siguientes disposiciones:

I. Para conocer la verdad sobre los hechos controvertidos, las partes pueden ofertar y desahogar pruebas, sin más limitaciones que no sean contrarias a la moral, al derecho, y que no se trate de la confesional por absolución de posiciones;

II. Únicamente los hechos son materia de prueba;
III. La Parte Actora debe probar los hechos constitutivos de su acción; y la Autoridad Demandada los hechos constitutivos de sus excepciones;

IV. La litis se integra por los escritos de demanda y contestación de demanda, de los que se desprenden las controversia en cuento a los hechos y el derecho;
V. Cuando la Autoridad Demandada omite, elude o evade dar contestación a los hechos, éstos se presumen ciertos salvo prueba en contrario;
VI. En la sentencia se deben establecer claramente los puntos controvertidos.

Estas premisas, nos llevan a concluir, que únicamente los hechos controvertidos son materia de prueba, es decir, aquellos hechos sobre los que se deprende una posición divergente de las Partes del análisis de la demanda y la contestación de la demanda; ya que los hechos respecto de las cuales la Autoridad Demandada omite, elude o evade dar contestación, es decir, aquellos respecto de los que no hay controversia de acuerdo con los escritos de demanda y contestación de demanda, se presumen ciertos salvo prueba en contrario, es decir, gozan de una presunción de certeza, que si bien admite prueba en contrario, debe ser desvirtuada dentro del Juicio Contencioso Administrativo.
Por tanto, los hechos afirmados por la Parte Actora en la demanda, y que no fueron controvertidos por la Autoridad Demandada la contestación de la demanda, no ocupan de prueba, ya que no al no haber sido controvertidos, no hay discusión sobre que son ciertos, de ahí, que gozan de la presunción de certeza.
El criterio adoptado por ésta Tercera Sala Unitaria es concurrente con la Tesis de Jurisprudencia que se transcriben a continuación:
“PRUEBA, SÓLO LOS HECHOS CONTROVERTIDOS PUEDEN SER MATERIA DE.- Conforme a lo dispuesto por el artículo 777 de la Ley Federal del Trabajo "Las pruebas deben referirse a los hechos controvertidos cuando no hayan sido confesados por las partes.", por tanto, si no existe un hecho controvertido que se relacione con el derecho que se invoca, igualmente tampoco puede existir prueba sobre el particular. En consecuencia, si en autos obra alguna probanza con la que a juicio del quejoso se acredita un hecho diverso a los controvertidos, ésta carece de valor por inconducente en términos del precepto legal invocado, ya que no puede servir de base para sustentar el laudo.- SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO.”

“PRUEBA EN JUICIOS MERCANTILES. MATERIA DE LA. SOLO LA CONSTITUYEN LOS HECHOS CONTROVERTIDOS.- Conforme al artículo 1194 del Código de Comercio, el actor debe probar su acción y el reo sus excepciones. El artículo 1197 del código mencionado previene por su parte, que sólo los hechos están sujetos a prueba. El texto de estas disposiciones permite afirmar, que la materia de prueba se encuentra constituida solamente con los hechos controvertidos, que se integran con los expresados en los escritos que fijan la litis. Por otro lado, el artículo 1327 del propio cuerpo legal establece que la sentencia se ocupará exclusivamente de las acciones aducidas y de las excepciones opuestas, respectivamente, en la demanda y en la contestación. En consecuencia, si determinado hecho no fue invocado por las partes en los escritos que fijaron la controversia, no existe punto fáctico que probar, y aunque con las probanzas aportadas por los litigantes quedara demostrado ese hecho omitido, al no haber sido mencionado en los escritos que fijaron la Litis, no es admisible tomarlo en consideración en la sentencia, porque de hacerlo, el fallo sería incongruente y conculcatorio de la última de las disposiciones citadas.- CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

De acuerdo con lo anterior, se tiene por ciertos los hechos señalados por la Parte Actora en los puntos II, III y IV del capítulo de hechos del escrito inicial de demanda.
Ahora bien, la controversia como se ha señalado, se centra en lo referente a la prueba del nexo de causalidad, esto es la relación de causa y efecto entre la actividad administrativa irregular y la lesión patrimonial; al respecto, la Autoridad Demandada opone la excepción de falta de acción y de derecho, al respecto aduce que con las fotografías y videos que aportó no se acredita plenamente que los daños hayan sido causados en la forma fecha y lugar que refiere la Parte Actora, incluso que de las fotografías ni siquiera se desprende la existencia de un bache, ni se acredita que los daños en la motocicleta sean consecuencia del bache, ni obra prueba de éste en la fecha en que ocurrieron los hechos, ni que sea consecuencia de una actividad administrativa irregular.
En ese sentido, la excepción opuesta por la se refiere a uno de los elementos de la acción de Responsabilidad Patrimonial del Estado, por lo que la excepción será analizada al momento de abo5rdar el estudio de los elementos de la acción.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea el Actor en su escrito de demanda, se localizan de la foja 2 dos a la foja 4  del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de esta Tercera Sala Unitaria, la Parte Actora acredito los hechos constitutivos de su acción, como se expone a continuación.

La responsabilidad patrimonial en el Estado de San Luís Potosí está regulada por la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luís Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el veintitrés de diciembre de dos mil cuatro y en vigor a día siguiente de su publicación de conformidad con el artículo Primero Transitorio del Decreto de publicación.

De una interpretación sistemática, esta Sala concluye que los artículos que regulan el procedimiento de reclamación, son los siguientes:

“ARTÍCULO 2º. Esta Ley tiene por objeto fijar las bases, límites y procedimientos para hacer determinar la responsabilidad patrimonial del Estado y municipios de San Luis Potosí, así como reconocer el derecho a la indemnización de las personas que sufran una lesión en cualquiera de sus bienes, posesiones o derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado.

Se considerará actividad administrativa irregular, aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal alguno o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate.

ARTÍCULO 3º. Las disposiciones de esta serán aplicables a la actividad administrativa irregular del Estado que desarrollan los Poderes del Estado, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación estatal mayoritaria; tribunales administrativos; organismos públicos autónomos; municipios, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación mayoritaria municipal.

ARTÍCULO 4º. (….)

ARTÍCULO 5º. La responsabilidad patrimonial es objetiva y directa; la indemnización deberá ajustarse a los términos y condiciones señalados en la presente Ley y en las disposiciones legales a que se hace referencia en la misma.

ARTÍCULO 6º. Se exceptúan de la obligación de indemnizar los daños ocasionados por fuerza mayor, los daños y perjuicios que no sean consecuencia de la actividad administrativa irregular, así como aquellos que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar, con los conocimientos científicos y recursos técnicos y materiales que sea accesibles a la entidad responsable.

Los daños y perjuicios personales y materiales que constituyan la lesión patrimonial reclamada habrán de ser reales, cuantificables en dinero y directamente relacionados con una o varias personas.

ARTÍCULOS 7-19. (….)

ARTÍCULO 20. Los procedimientos de responsabilidad patrimonial del Estado solo se podrán iniciar a petición de parte interesada o de quien legítimamente lo represente.

ARTÍCULO 21. La parte interesada podrá presentar su reclamación ante la entidad presuntamente responsable, o bien ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, cuando se trate de las dependencias y organismos del Poder Ejecutivo y de los municipios del Estado.

ARTÍCULO 22. (…).

ARTÍCULO 23. (….)

ARTÍCULO 24. El procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado por la vía contenciosa se substanciará de conformidad con lo dispuesto por el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
ARTÍCULO 25. (….)

ARTÍCULO 26. La lesión patrimonial que sea consecuencia de la actividad administrativa irregular deberá acreditarse ante las instancias competentes, tomando en consideración los siguientes criterios:

I. Cuando la causa del daño sea claramente identificable, la relación causa-efecto entre la acción administrativa de la entidad y la lesión patrimonial deberá acreditarse de manera plena, y

II. En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión patrimonial, deberá acreditarse a través de la identificación precisa de los hechos relevantes para la producción del resultado final.

ARTÍCULO 27. La responsabilidad patrimonial deberá probarla el reclamante que considere lesionados sus bienes, derechos o posesiones. Por su parte, la entidad deberá acreditar, la participación de terceros o del mismo reclamante en la producción de la lesión patrimonial irrogada al mismo y, en su caso, los supuestos de excepción que establece el artículo 6° de esta Ley.

En los casos de que la lesión patrimonial derive de omisiones imputables a las autoridades, la carga de la prueba corresponderá a éstas.

ARTÍCULO 28. Las resoluciones administrativas que se dicten con motivo de los reclamos que prevé la presente Ley, deberán contener, entre otros elementos, el relativo a la existencia o no de la relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público o actividad administrativa de la entidad y la lesión producida. De igual manera deberá contener, en su caso, la valoración del daño ocasionado así como el monto en dinero o en especie de la indemnización, explicando los criterios o medios de prueba utilizados para su cuantificación.”

Así, de los artículos antes trascritos, tenemos que el Procedimiento de Reclamación, cuando se presenta en la Vía Contenciosa Administrativa, es un juicio contencioso, en que el administrado debe acreditar plenamente su derecho subjetivo a la indemnización, por lo que requiere satisfacer, plenamente, dos pretensiones y pronunciamientos:

· Declarativo del título.- Considerando que el objeto de la responsabilidad es la actividad administrativa irregular y el daño aducido, (conforme los artículos 2º y 3º de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luís Potosí), debe quedar fehacientemente probado ese status;
· Condena de la Prestación.- Implica acreditar el nexo causal, entre la conducta imputable a la administración y la lesión producida, esto es, que se establezca la relación de causa-efecto entre la actividad administrativa irregular y el daño aducido;
Por su parte de los artículos 6º, 26 y 27, se concluye que las entidades demandadas, podrán oponer como excepciones, alguna de las siguientes hipótesis legales:

1. No se demostró que la actividad administrativa existió o fue regular;

2. El daño o perjuicio no se causó;

3. No es comprobado el nexo causal entre la conducta (actividad administrativa irregular) y la afectación (daño o perjuicio); o

4. Se está frente a un supuesto que limita o exceptúa de responsabilidad a la administración (fuerza mayor o caso fortuito).

Acorde con lo expuesto, la acción de Responsabilidad Patrimonial del Estado se integra por los diversos elementos que en párrafos anteriores expusimos (la irregularidad de la actividad imputada a las entidades, la real y efectiva causación del daño, y del nexo causal entre la conducta y la afectación).
Lo que se traduce en la existencia de tres elementos a saber:

A. La existencia del daño o lesión en el reclamante;
B. La existencia de una actividad administrativa irregular; y
C. El nexo causal entre la actividad administrativa irregular y el daño causado.
En ese contexto,  a efecto de ser claros y concretos en la determinación de la existencia de responsabilidad patrimonial del Estado, en los párrafos subsecuentes se analiza cada uno de los elementos definidos, en relación a lo planteado por la Actora en la demanda, identificando cada apartado con un número romano resaltado en negrillas.
I) En primer lugar, se estudia lo relativo a la existencia del daño o lesión en el reclamante.

Sobre el particular, se debe recordar, que según se estableció en el Considerando Cuarto de ésta sentencia, en el presente caso no fue materia de controversia la existencia de los daños, que se encuentran descritos en el punto II del capítulo de hechos del escrito inicial de demanda.

Al respecto, nos permitimos transcribir nuevamente el capítulo de hechos de la demanda en la parte que interesa: 
“HECHOS:
I.- …
II.- El vehículo anteriormente mencionado al momento de volcarse sobre su costado derecho, sufrió daños en partes de la carrocería ocasionados por la caída, resultado de la magnitud del bache generado por la falta de mantenimiento a la cinta asfáltica por parte del H. Ayuntamiento de S.L.P.

Específicamente los daños que sufrió el vehículo consisten en: Rueda y rin delantero, salpicadera delantera, pedal del freno trasero protectores del escape, slider o burrera, espejo retrovisor derecho, manija del freno delantero, depósito de líquido de freno delantero. (…)”
En ese sentido, tal y como se dejó establecido en el Considerando Cuarto de la presente Sentencia, ante la falta de controversia, los hechos no son materia de prueba, ya que únicamente son materia de prueba los hechos controvertidos, es decir aquellos respecto de los cuales se entabló litis.
Así mismo, se debe reiterar, que los hechos cuya contestación se evita, omite o evade, se presumen ciertos salvo prueba en contrario, como ya se explicó en la presente sentencia; presunción legal que si bien admite prueba en contrario, se debe destacar, que en el sumario de cuenta no obra prueba en contrario a la mencionada presunción legal.
Adicionalmente, y aunque derivado de la falta de controversia, esta Tercera Sala Unitaria considera que no es necesaria la prueba; no se debe confundir, la prueba del hecho consistente en los daños, con la acreditación del daño o lesión patrimonial como elemento de la acción, que requiere de una valoración de elementos jurídicos.
Para acreditar su reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Estado, la que la Parte Actora aportó diversas pruebas, de ellas, por su relación con el elemento de lesión patrimonial, se destacan las documentales consistentes en 7 siete fotografías digitales de una motocicleta que presenta daños, y la representación gráfica comprobante fiscal digital por internet (CFDI), factura emitida por COPPEL S.A. DE C.V.  a favor del Actor.
Del análisis de las 7 siete fotografías digitales, se obtiene que efectivamente se aprecia un motocicleta (fotografía 3) color gris que presenta diversos daños apreciables a simple vista, como lo son raspadura en el pedal derecho (fotografía 4), protector tubular negro doblado (fotografía 5),  daño en la horquilla en la parte izquierda a la altura de la unión con la rueda delantera (fotografía 6), raspadura en protectores del escape (fotografía 7) raspadura en el rin de la rueda delantera (fotografía 8), raspaduras en espejo retrovisor derecho, manija del freno delantero (fotografía 9); al respecto se debe destacar, que los daños que se aprecian a simple vista en las fotografías, coinciden con los descritos en la demanda.
A la clasificación de las fotografías como documentales, le resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que se transcribe a continuación:

“INCIDENTE DE SUSPENSIÓN. LAS VIDEOGRABACIONES CONTENIDAS EN MEDIOS ELECTRÓNICOS TIENEN EL CARÁCTER DE PRUEBA DOCUMENTAL Y, POR TANTO, PUEDEN SER OFRECIDAS POR LAS PARTES EN AQUÉL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronunciaron en forma contradictoria en torno a si una videograbación se debe considerar como prueba documental para efectos del incidente de suspensión en el juicio de amparo y, en consecuencia, si procede su admisión como medio probatorio.

Criterio jurídico: Las videograbaciones constituyen una prueba documental, pues independientemente del soporte en el que consten y se aporten al incidente de suspensión, cuentan con la capacidad de registrar datos de interés procesal y, además, pueden desahogarse por su propia naturaleza y sin necesidad de una diligencia especial, siempre que el juzgador cuente con el equipo necesario para su reproducción y, de no ser así, el oferente de la prueba lo aporte.

Justificación: Esta interpretación resulta acorde con los artículos 1o. y 14 de la Constitución General, al ser más protectora del debido proceso, entre cuyas formalidades esenciales que lo conforman está la oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas. En este sentido, el artículo 143 de la Ley de Amparo establece que en el incidente de suspensión únicamente se admitirán las pruebas documental y de inspección judicial y, tratándose de los casos a que se refiere el artículo 15 de ese ordenamiento, la prueba testimonial. A su vez, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que el avance de las tecnologías de la información supone un importante cambio en el ámbito judicial lo que, desde luego, incide en la fase probatoria de un procedimiento; de ahí que para determinar la naturaleza de una videograbación se debe partir de que, jurídicamente, un documento es cualquier instrumento con capacidad para registrar datos o información, donde lo principal es su capacidad de registro y, lo secundario, el soporte en el que aparece recogido dicho objeto. Además, si el legislador federal hizo énfasis en la finalidad protectora de la suspensión, e incluso facultó al órgano jurisdiccional para solicitar documentos y ordenar las diligencias que considere convenientes para resolver sobre la suspensión definitiva, válidamente se puede concluir que las partes pueden ofrecer una videograbación contenida en un medio electrónico como prueba documental en el incidente de suspensión para que el juzgador pueda obtener certeza sobre hechos relevantes y, de ser el caso, otorgarle cierto valor probatorio, siempre que ello no comprometa la celeridad que debe imperar en dicho incidente. Al respecto, no pasa inadvertido que, dependiendo del soporte en el que se ofrezca la prueba en cuestión, se requiere un medio técnico para su reproducción; sin embargo, ello no amerita una diligencia especial que retrase la impartición de justicia, sino únicamente que el juzgador cuente con el equipo necesario para su reproducción y, de no ser así, podrá aportarlo el oferente de la prueba.- Contradicción de tesis 28/2019.”

No pasa desapercibido, que al contestar la demanda, la Autoridad Demandada objetó las pruebas en el sentido de que se acredita plenamente que los daños hayan sido causados en la forma fecha y lugar que refiere la Parte Actora, incluso que de las fotografías ni siquiera se desprende la existencia de un bache, ni se acredita que los daños en la motocicleta sean consecuencia del bache, ni obra prueba de este en la fecha en que ocurrieron los hechos, ni que sea consecuencia de una actividad administrativa irregular.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, dicha objeción es infundada, atento a los siguientes razonamientos.

En cuanto a que las pruebas aportadas por la Parte Actora, no acreditan plenamente que los daños hayan sido causados en la forma fecha y lugar que refiere la Parte Actora, la premisa es equivocada, ya que se refiere a la valoración aislada de los medios de prueba, sin embargo, de la valoración conjunta de las diversas pruebas documentales, y de las presunciones legales a favor de la Parte Actora, el resultado es completamente diferente.

En efecto, de la valoración en su conjunto de las documentales consistentes en las 7 siete fotografías en donde se aprecian daños a un vehículo tipo motocicleta, en relación con factura que ampara la propiedad de una motocicleta a favor del Actor, y la certeza de lo afirmado por la Parte Actora en la demanda en el sentido de que la motocicleta que conducía sufrió diversos daños; es que se puede concluir válidamente, que la motocicleta que aparece en las fotografías es la que sufrió los daños en el hecho de tránsito acaecido el 16 dieciséis de agosto de 2021 dos mil veintiuno, aproximadamente a las 16:45 dieciséis horas con 45 cuarenta y cinco minutos, en la intersección la avenida Venustiano Carranza y Doctor Carlos Canseco en ésta Ciudad de San Luis Potosí, sobre el que versa la reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado, sobre todo si consideramos que los daños que se aprecian a simple vista en las fotografías y los que describe el Actor en la demanda resultan coincidentes, así como que esa motocicleta es propiedad del Actor.

Por tanto, resulta infundada la objeción formulada por la Autoridad Demandada.
Por lo que se refiere, al diverso argumento de la objeción en el sentido que de las fotografías ni siquiera se desprende la existencia de un bache, ni se acredita que los daños en la motocicleta sean consecuencia del bache, ni obra prueba de este en la fecha en que ocurrieron los hechos, ni que sea consecuencia de una actividad administrativa irregular; dicho argumento es igualmente infundado por falta de pertinencia, puesto que pretende hacer ver que no se prueba, una cuestión que evidentemente no era el objeto demostrativo de la prueba; y  que además se encuentra acreditada con diversas probanzas, como se ha señalado.
Esto es así, ya que al mostrar la motocicleta y los daños que presentaba, es claro que las fotografía tienen como objetivo mostrar los daños en el vehículo motocicleta propiedad del Actor, y no la existencia del bache, y demás aspectos que refiere la Autoridad Demandada.

Sobre el particular, se debe destacar que se aportaron las documentales privadas consistentes en dos videos, donde se puede apreciar la existencia de dos baches en la intersección de la avenida Venustiano Carranza y Doctor Carlos Canseco en ésta Ciudad de San Luis Potosí.
Por el momento no se hace un análisis respecto del diverso elemento nexo de causalidad, ya que no es materia de análisis en este punto, sin embargo se adelanta, que al analizar dicho elemento de la acción, se atenderá a la objeción de las pruebas documentales consistentes en fotografías, atendiendo a la relación cusa y efecto.

Por otra parte, para acreditar la propiedad del vehículo tipo motocicleta, la Parte Actora aportó la documental consistente en la representación gráfica del comprobante fiscal digital por internet (CFDI), factura emitida por COPPEL S.A. DE C.V.  a favor del Actor, que ampara la propiedad de una motocicleta marca “VENTO”, modelo “ROKETMAN RACIN2021”, color gris, modelo 2021 dos mil veintiuno.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción II y 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
Ahora bien, de la valoración conjunta de las pruebas documentales, y de la narrativa de hechos que se tienen por ciertos, es dable al suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria concluir que la Parte Actora acredito el elemento de la acción de reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado  consistente en el daño en el patrimonio de la Parte Actora, es decir la lesión patrimonial, ya que acreditó que el bien de su propiedad vehículo tipo motocicleta marca “VENTO”, modelo “ROKETMAN RACIN2021”, color gris, modelo 2021 dos mil veintiuno, presentó daños en la salpicadera delantera, pedal del freno trasero protectores del escape, slider o burrera, espejo retrovisor derecho, manija del freno delantero, depósito de líquido de freno delantero, tal y como lo adujó la Parte Actora en la demanda.
II) Una vez que se ha establecido que si existió el daño reclamado; se procede al análisis del segundo de los elementos de la acción, que se refiere a la existencia de la actividad administrativa irregular.

A juicio de la Sala, en la especie se encuentra acreditada la existencia de la actividad administrativa irregular, de acuerdo con las consideraciones que a continuación se exponen.

De acuerdo a lo que disponen los artículos 115 fracciones I párrafo primero y III inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 114 fracciones I párrafo primero y III inciso g) de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; establecen que el órgano de gobierno del Municipio es el Ayuntamiento, y que al Municipio le corresponde entre otros la prestación del servicio público de calles.
A continuación se transcriben las disposiciones Constitucionales Citadas:
“Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:

I.- Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un Presidente o Presidenta Municipal y el número de regidurías y sindicaturas que la ley determine, de conformidad con el principio de paridad. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado. (….)

II.- …

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

b) Alumbrado público.

c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos;

d) Mercados y centrales de abasto.

e) Panteones.

f) Rastro.

g) Calles, parques y jardines y su equipamiento;

h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de esta Constitución, policía preventiva municipal y tránsito; e

i) Los demás que las Legislaturas locales determinen según las condiciones territoriales y socio-económicas de los Municipios, así como su capacidad administrativa y financiera.

Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán lo dispuesto por las leyes federales y estatales.

Los Municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de las legislaturas de los Estados respectivas. Así mismo cuando a juicio del ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio municipio;

Las comunidades indígenas, dentro del ámbito municipal, podrán coordinarse y asociarse en los términos y para los efectos que prevenga la ley. (…)”

“ARTÍCULO 114.- El Municipio Libre constituye la base de la división territorial y de la organización política y administrativa del Estado y tendrá a su cargo la administración y gobierno de los intereses municipales, conforme a las bases siguientes:
I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa. La competencia del gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva, y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado. Los ayuntamientos se compondrán por un presidente municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine, de conformidad con el principio de paridad de género electos popularmente por votación directa, quienes podrán reelegirse por un período adicional por el mismo cargo. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubiere postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato. Cuando se trate de presidentes municipales y los integrantes de la planilla electos como candidatos independientes, sólo podrán ser reelectos con esta misma calidad. Las personas que, por elección indirecta o por nombramiento o designación de alguna autoridad, desempeñen la función propia de sus cargos, cualquiera que sea la denominación que se les dé, podrán ser reelectas para el período inmediato siguiente.

En el caso de los funcionarios suplentes podrán ser electos para el período inmediato siguiente sin ser considerado como reelección, siempre que no hayan ejercido funciones u ostentado el carácter de propietarios en el Ayuntamiento respectivo. Para poder ser candidatos al mismo cargo, los integrantes de los ayuntamientos deberán separarse de su cargo noventa días antes de la elección solicitando licencia respectiva, pudiendo reincorporarse el día posterior de la elección;

II.- …

III. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:

(REFORMADO, P.O. 30 DE JUNIO DE 2000)

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

b).- Alumbrado público;

(REFORMADO, P.O. 30 DE JUNIO DE 2000)

c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos;

d).- Mercados y centrales de abasto;

e).- Panteones;

f).- Rastro;

(REFORMADO, P.O. 30 DE JUNIO DE 2000)

g) Calles, parques, jardines y su equipamiento;

(REFORMADO, P.O. 30 DE JUNIO DE 2000)

h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, policía preventiva municipal y tránsito;

i).- Cultura y recreación; y

j).- Los demás que el Congreso del Estado determine, según las condiciones territoriales y socioeconómicas de los municipios, pudiendo tener el concurso del Estado respecto de los mismos, cuando así fuere necesario y lo determinen las leyes secundarias.

(ADICIONADO, P.O. 30 DE JUNIO DE 2000)

Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán lo dispuesto por las leyes federales y estatales.

Cuando un Municipio, por causas excepcionales, no pueda proporcionar los servicios que esta Constitución y las leyes secundarias señalen, el Ejecutivo del Estado podrá asumir la prestación de los mismos total o parcialmente, según sea el caso, previa la aprobación del Congreso y por el tiempo estrictamente necesario.(…)”

Adicionalmente, en los artículos 141 fracción VIII y 142, de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, es establece la facultad-obligación de los municipios para organizar y reglamentar la prestación de los servicios públicos a su cargo, entre ellos el de calles, así como que la prestación de los servicios públicos estará a cargo de los Ayuntamientos En seguida se transcriben las disposiciones legales en cita:
“ARTICULO 141. Los municipios organizarán y reglamentarán la administración, prestación, conservación y explotación en su caso, de los servicios públicos y funciones municipales, considerándose que tienen este carácter los siguientes:

I. Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales;

II. Alumbrado público;

III. Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos;

IV. Mercados y centrales de abasto;

V. Panteones;

VI. Rastros;

VII. Calles, parques y jardines, y su equipamiento;

VIII. Seguridad pública en los términos del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, policía preventiva municipal y tránsito;

IX. Cultura, recreación y deporte, y

X. Los demás que el Congreso del Estado determine, según las condiciones territoriales y socioeconómicas de los municipios, y en atención a su capacidad administrativa y financiera, pudiendo tener el concurso del Estado respecto de los mismos cuando así fuere necesario y lo determinen las leyes.

En el desempeño de las funciones y la prestación de los servicios públicos a su cargo, los municipios deberán observar lo dispuesto en las leyes federales y estatales, sin perjuicio de su competencia constitucional.

ARTICULO 142. La prestación de los servicios públicos y funciones municipales será responsabilidad de los ayuntamientos, y podrá ser realizada por sí o a través de organismos paramunicipales o intermunicipales, y de concesionarios o contratistas.”
También es importante citar el artículo 118 fracción XI del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, que establece como competencia del ayuntamiento a través de la Comisión permanente de Alumbrado y Obras Públicas, el proponer medidas sobre la conservación de la pavimentación de las calles; a continuación se transcribe la disposición reglamentaria transcrita:
“ARTÍCULO 118. La Comisión Permanente de Alumbrado y Obras Públicas tendrá a su cargo: …
XI. Proponer medidas sobre la conservación de la pavimentación de las calles, guarniciones, aceras y lugares públicos; (…)”
De acuerdo con las disposiciones citadas y transcritas, resulta inconcuso que al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí es el responsable de la prestación del servicio público de calles, lo que comprende entre otras actividades la conservación y reparación de las calles.
Ahora bien, en relación a la existencia de la actividad administrativa irregular, la Parte Actora aduce que conducía su motocicleta cuando cayó en un bache ubicado en la intersección de la avenida Venustiano Carranza y calle Doctor Carlos Canseco, lo que ocasiono que perdiera el control del vehículo que se deslizó por su costado derecho sobre la calle, y que esto le ocasionó daños.

Sobre el particular, se debe recordar, que según se estableció en el Considerando Cuarto de ésta sentencia, en el presente caso no fue materia de controversia la existencia del bache en el pavimento de la intersección de las calles de Venustiano Carranza y Doctor Carlos Canseco, que se encuentra descrito en el punto I del capítulo de hechos del escrito inicial de demanda.

Al respecto, nos permitimos transcribir nuevamente el capítulo de hechos de la demanda en la parte que interesa: 

“HECHOS:
I.- Expongo que el día lunes 16 de agosto del 2021 aproximadamente a las 16:45 hrs. Al ir circulando en Av. Venustiano Carranza al pasar la glorieta donde está ubicado el Hospital Central. Así como el parque de morales, con dirección a la calle Dr. Carlos Canseco, en mi motocicleta marca: Vento, Modelo Roketman 2021, placa 07DUY6, me disponía a girar a la derecha para incorporarme a la calle Dr. Carlos Canseco, sin embargo, al hacerlo caí en un bache, que se ubica exactamente en la esquina de av. Venustiano Carranza y Dr. Carlos Canseco, el cual debido a su magnitud me hizo perder el control del vehículo provocándome una caída en la que sufrí lesiones leves, así mismo, mi vehículo resultó con daños al caer sobre su costado derecho y deslizarse sobre la cinta asfáltica. (…)

En ese sentido, tal y como se dejó establecido en el Considerando Cuarto de la presente Sentencia, ante la falta de controversia, los hechos no son materia de prueba, ya que únicamente son materia de prueba los hechos controvertidos, es decir aquellos respecto de los cuales se entabló litis.

Así mismo, se debe reiterar, que los hechos cuya contestación se evita, omite o evade, se presumen ciertos salvo prueba en contrario, como ya se explicó en la presente sentencia; presunción legal que si bien admite prueba en contrario, se debe destacar, que en el sumario de cuenta no obra prueba en contrario a la mencionada presunción legal.

Adicionalmente, y aunque derivado de la falta de controversia, esta Tercera Sala Unitaria considera que no es necesaria la prueba; no se debe confundir, la prueba del hecho consistente en los daños, con la acreditación del daño o lesión patrimonial como elemento de la acción, que requiere de una valoración de elementos jurídicos.

Para acreditar su reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Estado, la que la Parte Actora aportó diversas pruebas, de ellas, por su relación con el elemento de lesión patrimonial, se destacan las documentales consistentes en 2 videos, de cuya reproducción se puede apreciar, que efectivamente en la intersección de las calles de Venustiano Carranza y Doctor Carlos Canseco, ubicada en el extremo sur poniente del Parque de Morales y frente a la facultad de Medicina de la Universidad autónoma del San Luis Potosí, se aprecia la existencia de dos baches.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción II y 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

Ahora bien, de la valoración conjunta de las pruebas documentales, y de la narrativa de hechos que se tiene por ciertos, es dable al suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria concluir que la Parte Actora acredito el elemento de la acción relativo a la existencia de la actividad administrativa irregular, al haber acreditado la existencia del bache ubicado concretamente en la intersección de las calles de Venustiano Carranza y Doctor Carlos Canseco, puesto que la existencia del bache evidencia la deficiencia en la prestación del servicio público de calles, ante la omisión de la conservación y reparación de la calle cuando presenta un daño, y en todo caso, realizar la señalización que advierta a los conductores de vehículos sobre el estado del camino, que indique la existencia de baches, o que de ser el caso impida la circulación, así como las vías alternas a la calle dañada.
El suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, no es omiso en precisar, que si bien es cierto, en la objeción de las pruebas la Autoridad Demandada señala que la fotografías aportadas como documentales no se acredita la existencia del bache en la fecha en que ocurrieron los hechos; lo que resulta infundado por dos razones, por una parte, porque la Parte Actora ofertó pruebas documentales consistentes en fotografías para un fin diverso que fue Acreditar los daños, y que la Parte Actora ofertó como pruebas las documentales consistentes en un par de vídeos, los que se puede apreciar la existencia de dos baches, uno de ellos en la intersección de la calles de Venustiano Carranza y Doctor Carlos Canseco, la que valorada en conjunto con lo señalado por la Parte Actora en la demanda, en cuanto a que al circular en la intersección mencionada cayó en un bache, hacen prueba plena d la existencia del bache en la fecha en que ocurrieron los hechos que dan origen a la reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado.
III)  Por lo que se refiere al tercero de los elementos de la acción, que se refiere al nexo causal entre la actividad administrativa irregular y el daño causado, a juicio de la Sala, éste se encuentra plenamente demostrado con las mismas pruebas con las que se tuvo por acreditados el primero y el segundo de los elementos, que ya fueron descritas y valoradas.

Esto es así, pues de ellas se desprende claramente la relación causa y efecto entre la actividad administrativa irregular traducida en que la Autoridad Demandada, Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí prestó de manera deficiente el servicio público de calles, ante la omisión de la conservación y reparación de la calle cuando presenta un daño, y en todo caso, realizar la señalización que advierta a los conductores de vehículos sobre el estado del camino, que indique la existencia de baches, o que de ser el caso impida la circulación, así como las vías alternas a la calle dañada.
Lo que condicionó, que el Actor, como lo indicó en el punto número I del capítulo de hechos del escrito inicial de demanda, al que conducía su motocicleta cuando cayó en un bache ubicado en la intersección de la avenida Venustiano Carranza y calle Doctor Carlos Canseco, lo que ocasionó que perdiera el control del vehículo que se deslizó por su costado derecho sobre la calle, y que esto le ocasionó daños.
De lo que se sigue, que los daños que sufrió la motocicleta del Actor, afectan directamente a su patrimonio, y son consecuencia del hecho de tránsito ocurrido como consecuencia de la actividad administrativa del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, al prestar de manera deficiente el servicio público de calles.
De acuerdo con lo anterior, contrario a lo argumentado por la Autoridad Demandada en la objeción de pruebas y en la excepción del falta de acción y de derecho; en el caso si existe y quedó plenamente acreditada la relación de causalidad entre la actividad administrativa irregular y la afectación patrimonial (daños en el vehículo tipo motocicleta de su propiedad) que sufrió la Parte Actora.
SEPTIMO.-  Una vez establecido que la Parte Actora probó los elementos de la acción de responsabilidad patrimonial del Estado, a cargo de la Autoridad Demandada Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí S.L.P., es necesario hacer la cuantificación de la indemnización que corresponde, de acuerdo con las reglas establecidas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí y las pretensiones deducidas por la Actora.

Como se ha establecido en el Considerando Cuarto de la presente Sentencia, en el punto número IV del capítulo de hechos del escrito inicial de demanda, la Parte Actora cuantifica los daños sufridos por el vehículo tipo motocicleta de su propiedad, en la cantidad de $5,286.00 (cinco mil doscientos ochenta y seis pesos 00/100 m.n.), conforme al detalle que hace; por lo que nos permitimos transcribir nuevamente la parte que interesa:
 “HECHOS:
I.- …

II.- …

III.- …
IV Los daños del vehículo ascienden a $5,286.00 mxn.

Rin delantero: $1758.00

Salpicadera Delantera: $411.00

Pedal del freno trasero: $459.00

Protectores de escape: $650.00

Slider burrera $1000.00

Espejo retrovisor derecho: $688.00

Manija del freno delantero con depósito de líquido de frenos: $320.00. Total $5,286.00 mxn.”

Sobre el particular, se debe reiterar, que en relación al punto IV del capítulo de hechos del escrito inicial de demanda, la Autoridad Demandada señala que no lo afirma ni lo niega, pero que no hay prueba sobre la cuantificación; por lo cual es claro que no hay controversia sobre lo señalado por la Parte Actora respecto de la cuantificación de los daños; ya que la Autoridad Demandada evade dar puntual contestación a los hechos, de manera que no genera controversia, y por tanto no hay litis al respecto, de manera que se tiene por cierto el hecho concerniente a la cuantificación de los daños realizado por la Parte Actora en la demanda.

No obsta para lo anterior, lo que señala la Autoridad Demandada en el sentido de que no hay prueba sobre la cuantificación de los daños, ya que ante la falta de controversia, el hecho señalado en la demanda se tiene por cierto, pues no se debe perder de vista que únicamente son materia de prueba los hechos controvertidos, y aunque se trata de una presunción iuris tantum, es decir que admite prueba en contrario, la Autoridad Demandada no aportó pruebas que desvirtúen la presunción mencionada pues se limitó a ofertar las presuncional legal y humana, y la instrumental de actuaciones.

Así las cosas, con fundamento en los artículos 251 párrafo segundo, en relación con el artículo 14 fracción III de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, fijándose como indemnización por daño material la cantidad de $5,286.00 (cinco mil doscientos ochenta y seis pesos 00/100 m.n.).
Con fundamento en el artículo 17 diecisiete de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, la Sala ordena que la cantidad de $5,286.00 (cinco mil doscientos ochenta y seis pesos 00/100 m.n.), que se determina como indemnización, deberán ser actualizada en términos del Código Fiscal del Estado, y hasta la fecha en que se verifique la liquidación total de la indemnización.
A efecto de dar claridad a lo anterior, a continuación se transcribe el precepto citado:
“ARTÍCULO 17. La indemnización se calculará con base en la fecha en que sucedieron los daños o la fecha en que hayan cesado cuando sean de carácter continuo, sin perjuicio de la actualización de los valores al tiempo de su efectivo pago, en los términos de los dispuesto por el Código Fiscal del Estado.”
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción X Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos  248, 249, 251 párrafo segundo, y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, , así como  los artículos 2, 5, 6, 7, 8, 14 fracciones I, y III, 17, 21, 24, 26, 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La Vía resultó procedente.

TERCERO.- La Parte Actora probó su acción, en consecuencia se determina la existencia de responsabilidad patrimonial del Estado a cargo del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y razones expuesto en los Considerandos Cuarto y Sexto de esta Sentencia.

CUARTO.- Se establece a favor de la Parte Actora una indemnización por la cantidad de $5,286.00 (cinco mil doscientos ochenta y seis pesos 00/100 m.n.), de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Séptimo de ésta Sentencia.
QUINTO.- La indemnización deberá ser sea actualizada en términos del Código Fiscal del Estado, tal y como se ha establecido en  la parte final del Considerando SEPTIMO de esta Sentencia.
SEXTO.- Notifíquese personalmente a las Actora y por oficio a la Autoridad Demandada.
Así lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola quien actúa con Secretario de Acuerdos licenciado Ismael Méndez Hernández que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
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